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al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social para cada una de las bases 
de focalización. Esta identificación se llevará a cabo en los procesos de pre-registro y de 
registro definidos por el programa, previos a la activación de la inscripción al mismo.

Que en el parágrafo del artículo sexto de la Resolución 00527 de 2017 se estableció 
que: “La apertura de inscripciones está sujeta a la disponibilidad presupuestal y operativa 
que defina el Gobierno nacional para el Programa”.

Que en el marco del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pacto por Colombia, 
Pacto por la Equidad” se da apertura a nuevas inscripciones en el Programa Jóvenes 
en Acción, con el fin de alcanzar la meta de “Multiplicar más de cuatro veces Jóvenes 
en Acción, llegando a 500 mil cupos”, establecida como una de las 20 metas del Plan 
Nacional de Desarrollo. En tal sentido, a partir del mes de septiembre de 2018 se inició el 
desarrollo de jornadas de pre-registro en el programa Jóvenes en Acción a nivel nacional 
y, como resultado de estas jornadas, en el mes de diciembre de 2018, 52.662 aprendices 
del SENA y estudiantes de Instituciones de Educación Superior (IES) resultaron inscritos 
en el Programa Jóvenes en Acción, en el año 2019, 139.299 jóvenes más y durante el año 
2020, 205.903 jóvenes.

Que en desarrollo del artículo 207 “Acceso preferente a la oferta del Sector de 
Inclusión Social y Reconciliación “ del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pacto por 
Colombia, Pacto por la Equidad”; podrán participar en las jornadas de pre-registro todos los 
jóvenes con medida de protección del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) 
matriculados en un programa de formación técnica, técnica profesional, tecnológica 
o profesional universitario en el SENA o una IES, que cumplan con los criterios de 
focalización poblacional y territorial de acuerdo a lo establecido en el Manual Operativo 
del programa Jóvenes en Acción vigente y las Guías Operativas que lo reglamentan.

Que la Resolución número 0779 del 27 de abril de 2020 adoptó el Manual Operativo 
del Programa Jóvenes en Acción - Versión 8, en el cual se establecen las directrices y 
lineamientos del funcionamiento, financiación y/o administración del Programa.

Que hasta el mes noviembre del año 2021 se realizarán jornadas de pre-registro para 
el ingreso al Programa Jóvenes en Acción a los aprendices del SENA y estudiantes de 
Instituciones de Educación Superior (IES), las cuales son divulgadas a través de la página 
web de Prosperidad Social y redes sociales del Programa Jóvenes en Acción, con apoyo de 
las instituciones y entidades que han suscrito convenio con el Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social para la ejecución del Programa Jóvenes en Acción.

Que conforme lo anterior, es necesario que el Departamento Administrativo para 
la Prosperidad Social establezca las condiciones de ingreso de nuevos participantes al 
Programa Jóvenes en Acción, de acuerdo con la disponibilidad presupuestal prevista por 
el Gobierno nacional para la vigencia 2021.

Que en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Apertura de Inscripciones para el Programa Jóvenes en Acción. El 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social realizará jornadas de pre-
registros hasta el mes de noviembre de 2021 con el fin de efectuar las inscripciones al 
Programa Jóvenes en Acción, de acuerdo con los procesos de verificación de compromisos 
programados en el año y que se realizarán según el cronograma de los ciclos operativos del 
Programa Jóvenes en Acción.

Artículo 2°. Convocatorias. Las convocatorias para las jornadas de pre-registros del 
Programa Jóvenes en Acción, así como sus especificaciones según institución educativa, 
se realizarán según cronograma publicado en la página web de Prosperidad Social.

Las presentes convocatorias, está dirigidas a las siguientes personas, siempre que 
cumplan con los criterios de focalización poblacional y territorial:

2.1	 Los estudiantes inscritos en primera matrícula, para el primer y segundo periodo 
académico de 2021, en las Instituciones de Educación Superior (IES) que han suscrito 
un convenio interadministrativo con el Departamento Administrativo para la Prosperidad 
Social para la ejecución del Programa Jóvenes en Acción;

2.2	 Los aprendices SENA que inicien formación entre el 01 de enero y el 30 de 
septiembre de 2021;

2.3	 Los jóvenes con medida de protección del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (ICBF) que se encuentren matriculados en un programa de formación técnica, 
técnica profesional, tecnológica o profesional universitario en el SENA o una IES;

2.4	 Los estudiantes inscritos en las instituciones de las Escuelas Normales Superiores 
-ENS focalizadas en el marco del piloto.

Parágrafo 1°. Los cupos podrán variar y están sujetos a la disponibilidad presupuestal 
que defina el Gobierno nacional para el Programa Jóvenes en Acción, a los resultados de 
las convocatorias de pre-registro y a los procesos de registro e inscripción ejecutados al 
interior del Programa Jóvenes en Acción.

Parágrafo 2°. La presente convocatoria no está dirigida a los beneficiarios del Programa 
Ser Pilo Paga en virtud del Convenio Interadministrativo número 202 de 2015 suscrito 
entre el Ministerio de Educación Nacional (MEN) y el Departamento Administrativo para 
la Prosperidad Social.

Artículo 3°. Divulgación. Las jornadas de pre-registros al Programa Jóvenes en Acción 
serán divulgadas a través de la página web de Prosperidad Social y redes sociales del 
Programa Jóvenes en Acción, y con el apoyo de las instituciones y entidades que han 
suscrito convenio con el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social para la 
ejecución del Programa Jóvenes en Acción.

Artículo 4°. Reconocimientos de incentivos. Para los participantes que se registren en 
las convocatorias del año 2021, el Programa Jóvenes en Acción solo reconocerá incentivos 

a partir de la verificación de compromisos que se realice después de la fecha de inscripción, 
según el periodo de verificación que corresponda por cronograma operativo.

Artículo 5°. Vigencia. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 25 de marzo de 2021.

Susana Correa Borrero.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 00653 DE 2021
(abril 13)

por medio de la cual se efectúa la asignación de cupos y de recursos correspondientes al 
programa de Protección Social al Adulto Mayor - Colombia Mayor.

La Directora del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social - Prosperidad 
Social, en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas 
por el artículo 209 de la Constitución política de Colombia, la Ley 489 de 1998, el artículo 
5° del Decreto Legislativo 812 de 2020, el artículo 10 del Decreto 2094 de 2016, el Decreto 
1690 de 2020, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 2° de la Constitución política establece como unos de los fines 

esenciales del Estado, servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar 
la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Que el inciso 2 del artículo 209 de la Constitución política preceptúa que “Las autoridades 
administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los 
fines del Estado (...)”.

Que el artículo 25 de la Ley 100 de 1993 creó el Fondo de Solidaridad Pensional como 
una cuenta especial de la nación, sin personería jurídica, adscrita al Ministerio del Trabajo 
y Seguridad Social, cuyos recursos serán administrados en fiducia por las sociedades 
fiduciarias de naturaleza pública, preferencialmente por las sociedades fiduciarias del 
sector social solidario, o por administradoras de fondos de pensiones y/o cesantía del 
sector social solidario, las cuales quedan autorizadas para tal efecto por virtud de dicha ley.

Que el artículo 257 de la Ley 100 de 1993 estableció un programa de auxilios para 
ancianos indigentes, cuyo objeto es apoyar económicamente a aquellas personas que 
cumplan con los requisitos previstos en la normativa vigente.

Que la Ley 100 de 1993, estableció el programa para los ancianos con el objeto de 
apoyar económicamente y hasta el 50% del salario mínimo legal mensual vigente a quienes 
cumplan con los requisitos definidos en la normatividad vigente.

Que el artículo 2° de la Ley 797 de 2003, modificó el literal i) del artículo 13 de la Ley 
100 de 1993, creando la subcuenta de subsistencia del Fondo de Solidaridad Pensional, 
destinada a la protección de las personas en estado de indigencia o de pobreza extrema, 
mediante el otorgamiento de un subsidio económico que se entrega por medio del programa 
de Protección Social al Adulto Mayor, hoy Colombia Mayor.

Que en el artículo 2.2.14.1.32., del Decreto 1833 de 2016 modificado por el artículo 7° 
del Decreto 1690 de 2020, se establece que los beneficios de la subcuenta de subsistencia 
serán otorgados en las modalidades de subsidio económico directo y subsidio económico 
indirecto.

Que el subsidio económico directo es el que se otorga en dinero, el cual se gira 
directamente a los beneficiarios y el indirecto el que se otorga en servicios sociales 
básicos y se entrega por medio de los Centros de Bienestar del Adulto Mayor y Centros 
Diurnos. Respecto al subsidio económico directo, se señala que los indígenas residentes en 
resguardos podrán ser beneficiarios del mismo, siempre y cuando se elija esta modalidad 
para todos los beneficiarios incluidos en el proyecto.

Que el Decreto 3771 de 2007 en el artículo 31, compilado por el Decreto 1833 de 2016, 
artículo 2.2.14.1.32 y modificado por el artículo 7° del Decreto 1690 de 2020 establece 
que “(...) La asignación de cupos, el valor del subsidio económico y los componentes que 
se financien serán definidos por la entidad pública responsable del programa de subsidios 
según corresponda, de acuerdo con la disponibilidad presupuestal y de conformidad con 
las metas de cobertura señaladas por el Consejo Nacional de Política Económica y Social 
(Conpes). En todo caso, el valor del subsidio no podrá superar el (50%) del salario mínimo 
legal mensual vigente. (...)”.

Que el parágrafo 2° del artículo 5° del Decreto Legislativo 812 del 04 de junio de 2020, 
determinó como administrador y operador del programa de Protección Social al Adulto 
Mayor -Colombia Mayor-, al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social a 
partir de su entrada en vigencia.

Que en el año 2020 el Ministerio del Trabajo profirió las Resoluciones número 111 
del 21 de enero de 2020, N. 0 201 de 2020 234 de 2020, N. 0 2596 de 2020, por medio de 
las cuales se modificó la distribución del presupuesto de gastos de esa vigencia, realizó 
asignación parcial de recursos de la subcuenta, asignó recursos para ampliación de 
coberturas del programa y se ajustó la asignación de recursos, respectivamente.

Que en sesión del 20 de enero de 2020, el comité directivo del Fondo de Solidaridad 
Pensional aprobó la asignación del presupuesto de gastos para la subcuenta de subsistencia 
del Fondo de Solidaridad Pensional de la vigencia 2020, destinando 17.000 cupos para 
personas que pueden recibir simultáneamente el subsidio del programa Colombia Mayor 
y BEPS.

Que el Ministerio del Trabajo profirió la 10 2900 del 21 de diciembre de 2020, por 
la cual se modificaron “las resoluciones 201, 234, 2759 de 2020 de la subcuenta de 
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subsistencia del Fondo de solidaridad pensional para la vigencia fiscal 2020, en desarrollo 
del programa Social al Adulto Mayor, hoy Colombia Mayor”.

Que el Ministerio del Trabajo y el Departamento Administrativo para la Prosperidad 
Social profirieron la Resolución conjunta N. 0 2759 de 2020 “Por medio de la cual se 
efectúa una asignación de recursos para la ampliación de cobertura del programa de 
protección al adulto mayor, hoy Colombia Mayor de la subcuenta de subsistencia del 
fondo de solidaridad pensional para la vigencia 2020” por valor de CUARENTA MIL 
DOSCIENTOS DOS MILLONES OCHOCIENTOS OCHENTA MIL PESOS M/CTE. 
($40.202.880.000).

Que en sesión del 19 de enero de 2021, el comité directivo del Fondo de Solidaridad 
Pensional aprobó la asignación del presupuesto de gastos para la subcuenta de subsistencia 
del Fondo de Solidaridad Pensional de la vigencia 2021.

Que los recursos disponibles para la vigencia 2021 dirigidos a la transferencia del 
programa son de UN BILLÓN SEISCIENTOS OCHENTA Y UN MIL SETECIENTOS 
ONCE MILLONES SETECIENTOS CINCUENTA MIL NOVECIENTOS CUATRO 
PESOS M/CTE. ($1.681.711.750.904) provenientes del Fondo de Solidaridad Pensional 
y por el Presupuesto General de la Nación, los cuales se encuentran ubicados en el 
presupuesto de Prosperidad Social, según los certificados de disponibilidad presupuestal 
número 11521 y número 11621 del 2021 que garantizan la continuidad de la financiación 
de los subsidios en la modalidad directa e indirecta del programa por lo que es procedente 
realizar la asignación.

Que en virtud de lo anterior, a continuación se establece la asignación de cupos y 
recursos para el año 2021, distribuidos en cupos de asignación por municipio, cupos para 
asignación de Colombia Mayor Indígena (CMI) en resguardos indígenas, cupos para 
asignación de Centros de Protección Social al Adulto Mayor (CPSAM) y Centros Vida 
CV y cupos para la población beneficiaria del programa BEPS.

Que en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Asignar a las entidades territoriales recursos por valor de UN BILLÓN 
QUINIENTOS NOVENTA Y UN MIL OCHOCIENTOS CUARENTA Y TRES 
MILLONES NOVECIENTOS VEINTE MIL PESOS M/CTE. ($1.591.843.920.000.oo), 
con el fin de garantizar la entrega de subsidios directos a UN MILLÓN SEISCIENTOS 
CINCUENTA Y OCHO MIL CIENTO OCHENTA (1.658.180) beneficiarios.

La relación de asignación de cupos por municipio para el año 2021 es:
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Artículo 4°. Asignar a DIECISIETE MIL (17.000) adultos mayores para que puedan 
recibir simultáneamente la anualidad vitalicia de BEPS y el subsidio del programa 
Colombia Mayor, conforme lo previsto en el artículo 2.2.13.6.1. del Decreto 1833 de 2016, 
recursos por valor de DIECISÉIS MIL TRESCIENTOS VEINTE MILLONES DE PESOS 
M/CTE. ($16.320.000.000).

Parágrafo. Las personas beneficiarias del subsidio directo son las reportadas por la 
administradora colombiana de pensiones - Colpensiones para acceder a los beneficios de 
los que trata el Capítulo 2 del Título 13 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1833 de 2016.

Artículo 5°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 13 de abril de 2021.

Susana Correa Borrero.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 00659 DE 2021

(abril 13)
por medio de la cual se regula la etapa de transición del Programa Familias en Acción 
de la Fase III a la Fase IV y se reglamenta el proceso de inscripciones de las familias que 

formarán parte de la Fase IV del Programa.
La Directora del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social - Prosperidad 

Social, en uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por 
la Ley 489 de 1998, el artículo 1° de la Ley 1532 de 2012, el artículo 10 Decreto 2094 de 
2016, y

CONSIDERANDO:
Que los artículos 13, 334 y 366 de la Constitución Política consagran la obligación del 

Estado de promover las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva, lo que implica 
adoptar medidas en favor de grupos discriminados o marginados, así como de proteger 
especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental se 
encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta, asegurando que todas las personas, en 
particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servicios básicos, 
priorizando el gasto público social.

Que la Ley 1532 del 7 de junio de 2012, “por medio de la cual se adoptan unas medidas 
de política y se regula el funcionamiento del Programa Familias en Acción”, en el artículo 
2° modificado por el artículo 2° de la Ley 1948 de 2019 establece que: “(...) El programa 
Familias en Acción consiste en la entrega condicionada y periódica de una transferencia 
monetaria directa a las familias en condición de pobreza y pobreza extrema. El Programa 
es un complemento al ingreso monetario para la formación de capital humano, la 
generación de movilidad social, el acceso a programas de educación media y superior, 
la contribución a la superación de la pobreza extrema y a la prevención del embarazo 
en la adolescencia. Se podrán incorporar las demás transferencias que el sistema de la 
promoción social genere en el tiempo para estas familias”.

Que el artículo 10 de la Ley 1532 de 2012, modificado por el artículo 6° de la Ley 
1948 de 2019 establece en sus parágrafos 2° y 3° lo siguiente: “Periodicidad y forma de 
pago. (...) Parágrafo 2°. El programa privilegiará el pago de los subsidios a las mujeres 
del hogar, como una medida de discriminación positiva y de empoderamiento del rol de la 
mujer al interior de la familia. Parágrafo 3°. No se podrán hacer afiliaciones al Programa 
Familias en Acción durante los noventa (90) días, previos a una contienda electoral de 
cualquier circunscripción. Se exceptúan las familias víctimas de desplazamiento forzado 
que se encuentren en situación de pobreza o pobreza extrema”.

Que el artículo 4° de la Ley 1532 de 2012 modificado por el artículo 4° de la Ley 
1948 de 2019, establece quiénes serán beneficiarios de las transferencias monetarias 
condicionadas del Programa Familias en Acción.

Que el artículo 2° de la Ley 1955 de 2019 señala que: “El documento denominado 
“Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022: Pacto por Colombia, pacto por la 
equidad”, elaborado por el Gobierno nacional con la participación del Consejo Superior 
de la Judicatura y del Consejo Nacional de Planeación, y construido desde los territorios, 
con las modificaciones realizadas en el trámite legislativo, es parte integral del Plan 
Nacional de Desarrollo, y se incorpora a la presente ley como un anexo”.

Que la línea K de las Bases del Plan Nacional del Desarrollo 2018-2022: Pacto 
por Colombia, pacto por la equidad describe: “Que nadie se quede atrás”: Acciones 
coordinadas para la reducción de la pobreza y desigualdad, numeral 2 literal b, señala en 
su segundo objetivo “rediseñar y actualizar la focalización de los programas sociales, que 
el DNP implementará el Sisbén IV en el 2020, para que “con sus mejoras metodológicas y 
operativas sea la base para el ajuste en la focalización de programas sociales y una fuente 
de focalización para los programas que requieren rediseño”. Así mismo, “el objetivo 3 
señala: con la entrada en vigencia del Sisbén IV, en 2020, la evidencia acumulada de sus 
actuaciones realizadas y con los resultados de evaluación del programa previstos para el 
2019, Familias en Acción, determinará los ajustes en su diseño, focalización, cobertura y 
mecanismos regulares de permanencia y salida de beneficiarios (...)”.

Que el artículo 94 de la Ley 715 de 2001, modificado por los artículos 24 de la Ley 
1176 de 2007 y 165 de la Ley 1753 de 2015, define la focalización como “el proceso 
mediante el cual, se garantiza que el gasto social se asigne a los grupos de población más 

pobre y vulnerable” y establece las pautas para fijar los criterios e instrumentos para la 
determinación, identificación y selección de potenciales beneficiarios”.

Que, de igual manera, la Ley 715 de 2001 establece que el Sistema de Identificación de 
Potenciales Beneficiarios para Programas Sociales (Sisbén) es el principal instrumento de 
focalización individual del gasto social, utilizado en el país desde 1995.

Que la metodología de focalización utilizada por el Sisbén permite identificar, clasificar 
y ordenar a la población, de la más vulnerable a la que presenta mejor condición, conforme 
a su situación socioeconómica particular, la cual es registrada en la herramienta.

Que dados los avances tecnológicos que permiten afianzar aún más la consolidación de 
información, el Departamento Nacional de Planeación (DNP) desde el año 2018 informó 
la transición de la base de datos Sisbén III a una nueva versión descrita como Sisbén IV, 
siendo necesaria la revisión de los criterios de focalización.

Que, en aras de modernizar la focalización del gasto social hacia la población más 
pobre y vulnerable del país, fue publicada la cuarta versión del Sisbén de los procesos 
tanto operativos como metódicos, en donde a partir de su puesta en marcha los potenciales 
beneficiarios de los programas sociales se denominarán por grupos (A, B, C, y D) y no 
por puntajes como lo determinaba el Sisbén III. Conforme a estos nuevos criterios, se 
determinó mediante un estudio técnico que la inscripción al Programa Familias en Acción 
se generará mediante la clasificación que corresponda entre los grupos A1 y hasta el B4 
del Sisbén IV.

Que el Sisbén IV tiene un componente de calificación que comprende tanto la calidad 
de vida como la generación de diferentes ingresos económicos para el hogar, esto con 
el fin de identificar a las personas más necesitadas en componentes como: vivienda, 
salud, alimentación, educación y mercado laboral. El Sisbén IV hace una clasificación 
por departamentos, diferenciando tanto zonas rulares como urbanas, mitigando el rezago 
generado para algunas zonas del país.

Que el literal e, del artículo 2.2.8.1.4. del Decreto 1082 de 2015 sustituido por el 
Decreto 0441 de 2017, define la unidad de gasto así: “Es la persona o grupo de personas 
del hogar que comparten la vivienda y tienen un presupuesto común para atender sus 
gastos de alimentación, servicios de la vivienda, equipamiento y otros gastos del hogar. 
La unidad de gasto principal la conforman el jefe del hogar, sus parientes y no parientes 
diferentes a los empleados del servicio doméstico, parientes del servicio doméstico, 
pensionistas y parientes de pensionistas quienes a su vez conforman unidades de gasto 
diferentes. De esta forma, en cada hogar hay por lo menos una unidad de gasto”.

Que la norma antes citada define el hogar así: “Es aquel que está constituido por 
una persona o un grupo de personas, parientes o no, que ocupan la totalidad o parte de 
una unidad de vivienda y que atienden necesidades básicas con cargo a un presupuesto 
común”.

Que el Decreto Legislativo 812 del 4 de junio de 2020, “Por el cual se crea el 
Registro Social de Hogares y la Plataforma de Transferencias Monetarias y se dictan 
otras disposiciones para atender las necesidades de los hogares en situación de pobreza y 
vulnerabilidad económica en todo el territorio nacional dentro del Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica”, estableció en el parágrafo 1° del artículo 5° que “Para 
la expansión de los programas de transferencias monetarias se tomará al hogar como 
unidad de intervención, buscando generar complementariedades y priorizar hogares que 
no estén recibiendo dichas ayudas”.

Que para efectos de la presente resolución y dentro del proceso de inscripciones para 
la Fase IV, se entiende Unidad de Gasto del hogar como la fuente de información para 
determinar la cantidad y conformación de las familias potenciales a inscribir al programa.

Que para acercarse cada vez más a las necesidades particulares de su población 
beneficiaria y adaptándose a las actuales condiciones sociales, institucionales y económicas 
del país, es necesario avanzar en la cobertura de los servicios sociales procurando dar un 
mayor cubrimiento a las necesidades de los ciudadanos.

Que la Fase III ha cumplido ya con el objeto por el que fue constituida, pero dado a 
que a hoy, las necesidades son otras, es necesario avanzar en la mitigación de la pobreza 
y la pobreza extrema en Colombia, en tal sentido, la Fase IV utilizará el Sisbén IV como 
focalizador poblacional, la clasificación de la Misión de Ruralidad Municipal elaborada 
por la Misión de Transformación del Campo (Ciudades y aglomeraciones, Intermedios, 
rural y rural disperso) y la medición de pobreza multidimensional municipal con el censo 
2018 para la priorización territorial. Así mismo, toda la operación “transitará al enfoque 
de curso de vida”.

Que el 5 de diciembre de 2016, el Consejo Nacional de Política Económica y Social 
(Conpes) aprobó el documento Conpes 3877 “DECLARACIÓN DE IMPORTANCIA 
ESTRATÉGICA DEL SISTEMA DE IDENTIFICACIÓN DE POTENCIALES 
BENEFICIARIOS (Sisbén IV)”.

Que mediante la Resolución 01691 del 19 de junio de 2019, el Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social adoptó el “Manual Operativo del Programa 
Familias en Acción - versión 5”, mediante el cual se orientan los procesos y acciones del 
Programa Familias en Acción en la Fase III y establece los lineamientos, componentes y 
procedimientos generales para su implementación y gestión.

Que el Manual Operativo del Programa Familias en Acción - versión 5, de 
conformidad con el inciso 2 del artículo 1° de la Resolución 01691 del 19 de junio de 
2019, es complementado con las Guías Operativas, por medio de las cuales se establece la 
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metodología y procedimientos específicos para cada uno de los componentes y procesos 
operativos del Programa, las cuales fueron adoptadas por la Dirección de Transferencias 
Monetarias.

Que la información del Sisbén IV que se tomará para el proceso de inscripción en el 
Programa Familias en Acción Fase IV, será la dispuesta por el Departamento Nacional 
de Planeación, a través de sus canales oficiales, base de datos mediante la cual, la 
Subdirección General para la Superación de la Pobreza del Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social - Prosperidad Social, a través del Grupo Interno de Trabajo 
de Focalización, generará el correspondiente listado de potenciales beneficiarios del 
Programa Familias en Acción que será entregado a la Dirección de Transferencias 
Monetarias - Programa Familias en Acción. Este documento contiene la información de 
las Unidades de Gasto potenciales para ser convocadas en el proceso de inscripción a la 
nueva fase.

Que el acceso y tratamiento de la información que se encuentre registrada en el Sisbén 
IV, debe garantizar la observancia de los principios y normas de protección de datos 
personales, de conformidad con lo dispuesto en las Leyes 1437 de 2011, 1581 de 2012 y 
1712 de 2014 y demás normas que regulan la materia.

Que de acuerdo con lo señalado en el parágrafo 3° del artículo 4° de la Ley 1532 de 
2012 modificado por la Ley 1948 de 2019, “Para las comunidades indígenas, la fuente de 
focalización serán los listados censales reportados por la autoridad del respectivo cabildo 
indígena ante la entidad competente. El procedimiento para la inscripción y atención 
diferencial de los beneficiarios de las comunidades indígenas será establecido por el 
Programa”.

Que la Fase IV del Programa Familias en Acción tiene como consigna “Que nadie se 
quede atrás”, la cual se erige como principio rector de la Agenda 2030 expresada en los 17 
Objetivos de Desarrollo Sostenible que convoca a los Estados a desarrollar las acciones 
necesarias para que todas las personas se beneficien por igual del desarrollo.

Que para la implementación de la metodología Sisbén en su versión IV, es necesario 
ajustar los procesos de focalización del Programa Familias en Acción, por lo cual, se 
llevará a cabo la etapa de transición de la Fase III a la Fase IV y se reglamentará el proceso 
de inscripciones de las Familias que formarán parte de la Fase IV del Programa mediante 
el presente acto administrativo.

Que, en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Objeto. La presente resolución tiene como objeto iniciar la etapa de 
transición del Programa Familias en Acción de la Fase III (preparación de procesos 
normativos, operativos y de sistemas) a la Fase IV y reglamentar el proceso de inscripciones 
de las familias que formarán parte de la Fase IV del Programa.

Parágrafo. El Programa Familias en Acción establecerá en un documento técnico el 
cronograma oficial de las actividades a desarrollar para la finalización de la Fase III en 
todo el territorio nacional, lo que en ningún caso indica el retiro masivo de familias del 
programa durante el desarrollo del periodo de transición.

Artículo 2°. Ámbito de aplicación de la transición. La etapa de transición aplica 
para las familias actualmente inscritas y activas en la Fase III del Programa Familias en 
Acción; durante esta etapa se garantiza la continuidad en el ciclo operativo y la entrega 
de las transferencias monetarias condicionadas, de acuerdo con el marco normativo y las 
condicionalidades establecidas por el programa en su Fase III.

Parágrafo. Para efectos de la presente resolución se entiende que una familia está 
activa cuando se encuentra en los ESTADOS: BENEFICIARIO, ELEGIBLE INSCRITO 
y SUSPENDIDO. Las familias en ESTADO RETIRADO no se consideran activas.

Artículo 3°. Inicio de la transición. La etapa de transición del Programa Familias en 
Acción de la Fase III aplica en todo el territorio nacional iniciando en el mes de abril de 
2021 y finalizando en agosto del año 2022.

Artículo 4°. Criterios de focalización para la Fase IV del Programa. Los listados de 
focalización de las familias potenciales a inscribir en la Fase IV de los grupos poblacionales 
indicados los numerales 1, 11 y IV del artículo 4° de la Ley 1532 de 2012, modificado por 
la Ley 1948 de 2019, se efectuará de conformidad con los siguientes criterios:

a)	 Que el Hogar hubiese sido encuestado con la metodología de Sisbén IV.
b)	 Que la Unidad de Gasto de la familia en el hogar se encuentre clasificada en los 

subgrupos A1, A2, A3, A4, A5, B1, B2, B3 o B4 del Sisbén IV.
c)	 Que la anterior Unidad de Gasto tenga registrada en su composición niños, niñas 

y adolescentes menores de 18 años.
La construcción de los listados de focalización de las familias potenciales a inscribir 

en la Fase IV se efectuará por parte el Grupo Interno de Trabajo de Focalización de la 
Subdirección General para la Superación de la Pobreza del Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social, con las unidades de gasto de los hogares que cumplan con los 
criterios referidos en la fecha de inicio del proceso de focalización de conformidad con 
la información disponible en el Sisbén IV conforme al convenio interadministrativo de 
intercambio de información segura suscrito con el Departamento Nacional de Planeación.

Artículo 5°. Inscripción a la Fase IV. El proceso de inscripción de las familias para la 
Fase IV se realizará en dos etapas, dirigido de manera preferente a las mujeres registradas 
en las Unidades de Gasto - Familias de los listados de focalización de las familias 

potenciales a inscribir en la Fase IV; en razón a lo dispuesto en el parágrafo 3° del artículo 
10 de la Ley 1532 de 2012 modificado por la Ley 1948 de 2019.

La inscripción de las familias en su primera etapa se efectuará con los listados de 
focalización de las familias potenciales a inscribir en la Fase IV generado con la 
información disponible del Sisbén IV con corte al día 8 de marzo de 2021 y se realizarán 
desde el mes de abril de 2021 y hasta el mes de octubre de 2021, de conformidad con el 
cronograma que para el efecto expida Prosperidad Social.

La segunda etapa de inscripción de las familias se efectuará con los listados de 
focalización de las familias potenciales a inscribir en la Fase IV generado con la 
información disponible del Sisbén IV con corte del día 30 de junio de 2022 e iniciará una 
vez se haya finalizado la última contienda electoral del año 2022 y podrá durar hasta el 
31 de diciembre de 2022, de conformidad con el cronograma que para el efecto expida 
Prosperidad Social.

Los procesos de convocatoria a las familias en las dos etapas de inscripción reguladas en 
la presente resolución serán efectuados por cada administración municipal de conformidad 
con los lineamientos establecidos por Prosperidad Social.

Parágrafo. Quienes hayan sido convocados y no se hayan presentado en la primera 
etapa de inscripción, podrán ser convocados en la segunda etapa de inscripción simple que 
al 30 de junio de 2022 cumplan con los criterios señalados en el artículo 4° de la presente 
resolución.

Artículo 6°. Modelos para el proceso de inscripción a la Fase IV. La administración 
municipal de los municipios en donde los listados de focalización incluyan hasta 2500 
familias a inscribir, podrán iniciar el proceso de inscripción a la Fase IV de manera directa 
con base en los lineamientos establecidos por Prosperidad Social.

En los municipios en donde los listados de focalización incluyan más de 2500 familias 
a inscribir, el proceso de inscripción se realizará a través de un operador logístico, una 
vez se surtan las etapas contractuales correspondientes por parte del Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social.

En los municipios donde se requiera operador logístico de inscripción, se deberá contar 
con el apoyo logístico, técnico y demás, por parte de la administración municipal.

Artículo 7°. Obligatoriedad de inscripción para participar en la Fase IV. Con 
independencia de las inscripciones realizadas en fases anteriores, para participar en la Fase 
IV del Programa Familias en Acción será necesario que las familias realicen la inscripción 
según los criterios establecidos en esta resolución y convocatorias según los cronogramas 
definidos para cada municipio.

Parágrafo. Las Familias no convocadas en la primera etapa de inscripciones por 
no tener registrada en su encuesta de Sisbén IV la información que permita verificar el 
cumplimiento de los criterios establecidos en el artículo 4° de la presente resolución, 
podrán realizar la respectiva solicitud de encuesta o actualización de información a través 
de la encuesta Sisbén IV ante el respectivo ente territorial, conforme al procedimiento 
establecido por el Departamento Nacional de Planeación.

De cumplir con los criterios establecidos en el artículo 4° de la presente resolución 
antes del 30 de junio de 2022, se le permitirá ser tenido en cuenta en la conformación de 
los listados de focalización para la segunda etapa de inscripciones.

Artículo 8°. Auditoría de inscripciones. Como parte del proceso de inscripción a la Fase 
IV del Programa Familias en Acción de que trata la presente resolución, el Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social realizará la auditoría correspondiente a cada 
inscripción registrada en el sistema de información SIFA de manera directa o a través 
de un operador que para el caso se contrate, verificando el cumplimiento de los criterios 
establecidos en el artículo 4° de la presente resolución.

Parágrafo. Las familias que hayan realizado su proceso de inscripción, de acuerdo 
con las convocatorias definidas y cuyo registro no haya sido validado exitosamente en el 
proceso de auditoría, no formarán parte de la Fase IV del Programa Familias en Acción.

Artículo 9°. Inscripción de familias indígenas. La etapa de transición aplica para 
las familias indígenas inscritas y que se encuentran activas en la Fase III. El Programa 
Familias en Acción convocará a las autoridades indígenas de las comunidades que 
actualmente hacen parte del programa, con quienes se revisará la información de las 
familias de su comunidad. Como resultado de esta revisión, se generará un proceso especial 
de inscripciones para que las familias de estas comunidades participen en el programa 
durante la Fase IV de operación.

Parágrafo. Prosperidad Social evaluará, conforme a la disponibilidad de recursos, la 
vinculación de nuevas comunidades indígenas en la Fase IV del Programa.

Artículo 10. Inicio de la Fase IV del Programa. Finalizada la etapa de transición del 
Programa Familias en Acción de la Fase III, mediante acto administrativo y dentro del 
cronograma nacional que se defina, el programa dará inicio formal y oficialmente a la Fase 
IV con las familias inscritas y validadas exitosamente durante las dos etapas del proceso 
de inscripción, así como con el proceso con las familias indígenas descrito en el artículo 
9° de la presente resolución.

Previo al reconocimiento de los incentivos de la Fase IV; Prosperidad Social realizará 
las validaciones y/o cruces de bases de datos con fuentes internas y/o externas, con el fin 
de determinar la vigencia e idoneidad de los documentos de los integrantes de las familias 
inscritas exitosamente.
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En caso de encontrar alguna inconsistencia como resultado de estos cruces, Prosperidad 
Social determinará el mecanismo para dar continuidad al registro, que dé lugar a la 
participación efectiva de la familia en la Fase IV del Programa.

Artículo 11. Reconocimiento de Incentivos Fase IV. Iniciada la Fase IV de operación 
del Programa Familias en Acción conforme lo indicado en el artículo 10 de la presente 
resolución, el Programa iniciará el proceso de verificación de cumplimiento de 
compromisos de corresponsabilidad establecidos y adquiridos con la firma del Contrato 
Social y reconocerá las transferencias monetarias condicionadas únicamente para las 
Familias que hayan surtido el proceso de inscripciones de forma exitosa, de acuerdo con el 
cronograma que para tal efecto se adopte.

Artículo 12. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 13 de abril de 2021.

Susana Correa Borrero.
(C. F.).

Establecimientos Públicos

Instituto Colombiano de Antropología e Historia

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 439 DE 2021

(abril 16)
por la cual se adopta y autoriza el uso de la firma digital en el Instituto Colombiano de 

Antropología e Historia (ICANH).
El Subdirector Administrativo y Financiero del Instituto Colombiano de Antropología 

e Historia, en uso de sus atribuciones legales, en especial de las que le confiere el artículo 
14 del Decreto 2667 de 1999, la Ley 1437 de 2011, Ley 2080 de 2021, Resolución 005 de 
2020 modificada por la Resolución 244 de 2021, y

CONSIDERANDO:
Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 209 de la Constitución Política, la 

función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con 
fundamento en los principios de celeridad, economía, eficacia, entre otros.

Que el artículo 78 de la Ley 489 de 19981 señala que “los establecimientos 
públicos cumplirán todas aquellas funciones que se relacionen con la organización y 
funcionamiento, con el ejercicio de la autonomía administrativa y la representación legal, 
que no se hallen expresamente atribuidas a otra autoridad”.

Que el artículo 26 del Decreto 2150 de 1995 dispone que es deber de las entidades 
públicas habilitar los sistemas de transmisión electrónica de datos, con el fin de que los 
usuarios envíen o reciban la información requerida para las actuaciones relacionadas con 
la administración pública.

Que el artículo 6° de la Ley 962 de 2005 establece que las entidades y organismos de 
la Administración Pública, deben poner en conocimiento de los ciudadanos, los medios 
tecnológicos o documentos electrónicos de que dispongan para atender los trámites 
y procedimientos de su competencia y hacerlos públicos para permitir su utilización e 
implementar las condiciones y requisitos de seguridad que para cada caso sean procedentes, 
garantizando siempre los principios de autenticidad, disponibilidad e integridad.

Que en el artículo 53 de la Ley 1437 de 2011 se regula la utilización de medios 
electrónicos en los trámites y procedimientos administrativos, en tanto sean compatibles 
con la naturaleza de estos, aplicándoles las disposiciones de la Ley 527 de 1999, las normas 
que lo sustituyan o modifiquen.

Que el artículo 53A de la Ley 1437 de 2011, adicionado por el artículo 8° de la Ley 
2080 de 2021 señala que:

“Cuando las autoridades habiliten canales digitales para comunicarse entre ellas, 
tienen el deber de utilizar este medio en el ejercicio de sus competencias.

Las personas naturales y jurídicas podrán hacer uso de los canales digitales cuando 
así lo disponga el proceso, trámite o procedimiento (...)”.

Que a través de la Directiva Presidencial número 4 del 3 de abril de 2012, el Gobierno 
nacional, dentro de sus propósitos para lograr una gestión pública efectiva, eficiente y 
eficaz, adoptó como estrategia la política denominada “cero papeles” que consiste en 
sustituir los flujos documentales en papel por soportes y medios electrónicos, basados en la 
utilización de las Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones. La mencionada 
estrategia tiene por objeto, además de disminuir los impactos desfavorables en el medio 
ambiente por el uso desmedido del papel, incrementar la eficiencia administrativa.
1 	 “Por la cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las entidades del orden 

nacional, se expiden las disposiciones, principios y reglas generales para el ejercicio de las 
atribuciones previstas en los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y se dictan 
otras disposiciones”.

Que la Ley 527 de 1992 reglamenta el uso y acceso de las firmas digitales, como 
también define los atributos jurídicos y características de estas, y las entidades que las 
certifican.

Que el literal c) del artículo 2° ibídem define la firma digital “como un valor numérico 
que se adhiere a un mensaje de datos y que, utilizando un procedimiento matemático 
conocido, vinculado a la clave del iniciador y al texto del mensaje permite determinar que 
este valor se ha obtenido exclusivamente con la clave del iniciador y que el mensaje inicial 
no ha sido modificado después de efectuada la transformación”.

Que el artículo 7° de la mencionada Ley, dispone:
“Cuando cualquier norma exija la presencia de una firma o establezca ciertas 

consecuencias en ausencia de la misma, en relación con un mensaje de datos, se entenderá 
satisfecho dicho requerimiento si:

a)	 Se ha utilizado un método que permita identificar al iniciador de un mensaje de 
datos y para indicar que el contenido cuenta con su aprobación;

b)	 Que el método sea tanto confiable como apropiado para el propósito por el cual 
el mensaje fue generado o comunicado.

Lo dispuesto en este artículo se aplicará tanto si el requisito establecido en cualquier 
norma constituye una obligación, como si las normas simplemente prevén consecuencias 
en el caso de que no exista una firma”.

Que, atendiendo las directrices del Gobierno nacional, el ICANH considera necesario 
implementar de manera permanente la firma digital, en aras de lograr una gestión 
pública efectiva, eficiente y eficaz a través de la utilización de los medios electrónicos y 
sustituyendo los flujos documentales en papel.

Que es necesario autorizar la utilización de la firma digital conforme a la estructura 
del Instituto Colombiano de Antropología e Historia (ICANH), bajo las políticas de cero 
papel y gobierno digital, para la expedición de los documentos que deban ser tramitados 
de acuerdo con las condiciones previstas en la Ley 527 de 1999.

Que, para el efecto, los documentos que podrán ser firmados digitalmente serán las 
resoluciones, memorandos, comunicaciones, oficios y documentos relacionados con el 
trámite de notificaciones, que conformen un mensaje de datos.

Que de acuerdo con lo dispuesto en el literal a) del artículo 2° de la Ley 527 de 1999, 
se entiende que un mensaje de datos es la “información generada, enviada, recibida, 
almacenada o comunicada por medios electrónicos, ópticos o similares, como pudieran 
ser, entre otros, el Intercambio Electrónico de Datos (EDI), Internet, el correo electrónico, 
el telegrama, el télex o el telefax”.

Que el numeral 8 del artículo 2° de la Resolución 244 del 4 de marzo de 2021, delega 
en el Subdirector Administrativo y Financiero “Suscribir los actos administrativos que 
regulan los procedimientos y trámites administrativos internos”.

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Adoptar y autorizar la firma digital para los documentos que se generen 
y tramiten en el Instituto Colombiano de Antropología e Historia (ICANH) bajo las 
previsiones contenidas en la Ley 527 de 1999.

Parágrafo. La firma digital utilizada en las comunicaciones oficiales y documentos 
del Instituto Colombiano de Antropología e Historia (ICANH), tendrán la misma fuerza y 
efectos que una firma autógrafa, siempre y cuando el certificado de firma digital sea válido 
al momento de su suscripción y además cumpla con todos los atributos establecidos en el 
artículo 28 de la Ley 527 de 1999.

Artículo 2°. Autorizar el uso de la firma digital a los siguientes funcionarios:

CARGO
Director General
Subdirector Administrativo y Financiero Código 0150 Grado 16
Subdirector Técnico Código 0150 Grado 16
Jefe Oficina Jurídica
Coordinador del Área de Patrimonio
Coordinador del Área de Arqueología
Coordinador del Área de Antropología Social
Coordinador del Área de Historia

Parágrafo 1°. El uso adecuado del certificado de firma digital es completa responsabilidad 
de los funcionarios antes mencionados, así como la custodia y confidencialidad de la 
contraseña de acceso, la cual es intransferible.

Parágrafo 2°. Corresponderá al Área de Talento Humano de ICANH informar al 
Grupo de Gestión Documental y Correspondencia acerca de las modificaciones efectuadas 
respecto de los cargos autorizados para el uso de la firma digital, con el fin de proceder con 
las cancelaciones y reposiciones correspondientes.

Artículo 3°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 65 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el 
artículo 15 de la Ley 2080 de 2021.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
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